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      INTRODUCCIÓN



      ¿Qué pasado corresponde al futuro que se desea?


      JOSÉ ENRIQUE RUIZ-DOMÈNEC


       


       


      Si algo fue notorio en los titulares de prensa del lunes 20 de junio de 2022 que anunciaron los resultados de las elecciones presidenciales llevadas a cabo el día anterior en Colombia fue la noticia de que quien ganó sería el primer presidente de izquierda en la historia del país. Por ello, lo que parecían sugerir era que todos los presidentes anteriores habían sido de derecha, lo que no es exacto, pues, en el espectro político, algunos habían sido de centro, otros de centroderecha y algunos, sí, de derecha. Tal vez ninguno de centroizquierda. Hecho este simple razonamiento, propio de la geometría política, resulta interesante advertir que todos dimos por entendido lo que significaba que el nuevo presidente no era de derecha o de centro sino de izquierda.


      Durante la última campaña electoral, revivieron las ya añejas denominaciones derecha, izquierda y centro para indicar las orientaciones ideológicas que manifestaban los candidatos respecto del Estado, la democracia, la sociedad y la economía. La impresión inicial parecía señalar que las preferencias de los electores estaban con el centro, lo que debía ser cierto pues, según la encuesta de cultura política realizada por el DANE en 2021, el 44,3 % de los encuestados afirmó que su posición ideológica era de centro, mientras que el 17,9 % indicó su inclinación por la derecha, tan solo el 14,0 % lo hizo por la izquierda, y el 23,8 % restante respondió que «no sabe o no informa»1. De esta manera, si Gustavo Petro obtuvo en la segunda vuelta el respaldo del 50,44 % de los electores, es evidente que, según la encuesta del DANE del año anterior, algo más del 36 % de sus votantes no eran de izquierda. A su vez, Rodolfo Hernández Suárez obtuvo en la segunda vuelta el 47,31 % de los votos, lo que igualmente significó que cerca del 29 % no eran de derecha, según la misma encuesta. Por ello, es indudable que además de la repartición de los electores de centro entre los dos candidatos, el porcentaje de indecisos en la encuesta de 2021 influyó de gran manera en los resultados finales. Dada esta situación, es posible concluir que el triunfo de Petro resultó de la autoeliminación del centro en la primera vuelta y de la adhesión a su campaña de grupos y electores del centro a la izquierda del espectro político en la segunda vuelta. Estas adhesiones fueron suficientes para obtener la presidencia pero no para afirmar que el país, el «pueblo colombiano» en los discursos de la victoria, era de izquierda. ¿Cómo afirmarlo si la diferencia entre los dos candidatos fue de tan solo 700.601 votos?


      Seis años atrás, en 2016, había sucedido algo parecido. En la consulta plebiscitaria realizada para aprobar o no los acuerdos del Gobierno con las FARC-EP, el triunfo innegable fue del no, pero tan solo por el 0,43 % de la votación, esto es, 55.651 votos. Y de inmediato se gritó que el «pueblo colombiano» era contrario a los acuerdos de paz. De esta manera, el principio de mayoría en nuestro sistema democrático, que legitimó ambos resultados, se convirtió en las dos ocasiones en un discurso que quiso hacer al «pueblo colombiano» de derecha en 2016 y de izquierda en 2022. Convertir precarias mayorías electorales en fundamento de incuestionables hegemonías políticas se ha convertido en la justificación de una polarización política que parece existir con mayor claridad en los discursos que en los afanes del «pueblo colombiano». Dejando de lado estos discursos, lo que resulta cierto es que las variaciones en los procesos electorales de 2016 y 2022 solo son explicables por las particulares coyunturas en las que se dieron las votaciones, de manera que alteraron solo circunstancialmente lo que la encuesta del DANE de 2021 evidenció: que poco más del 60 % de la población colombiana se identifica políticamente con el centro y con la derecha.


      Las diferencias entre lo que queremos ser, lo que pensamos que hemos sido y lo que defendemos que debemos ser son complejas, pues la tendencia general —Colombia es un país que se identifica políticamente con el centro y con la derecha— puede variar significativamente según se presente la coyuntura política en el momento de las elecciones. Por ello, examinar nuestra dinámica social desde la díada derecha-izquierda no parece hoy un frívolo ejercicio académico. Las apelaciones son de sentido, de mentalidad, de ethos. Por eso esta historia.


      Pero si bien es cierto que la díada derecha-izquierda siempre estará supuesta en este relato, pues la una no puede existir sin la otra —ese es el significado de díada—, el examen lo haremos desde la derecha, desde su historia en el país. No es la confrontación directa con su contrario, la izquierda, lo que organiza nuestra explicación, sino lo que ha significado la derecha en Colombia desde sus orígenes como reacción al triunfo del liberalismo radical a mediados del siglo XIX. Por otra parte, queremos explicar de qué modo la derecha es un lugar político en el que quienes lo habitan tienen un significado particular de lo público, dan lugar a un ethos con la fuerza suficiente para imponerlo como proyecto colectivo, otorgan legitimidad a proyectos sociales y económicos en los que no todos participan del mismo modo y cimientan filiaciones ideológicas sin necesidad de resolver profundas diferencias económicas y sociales entre sus seguidores. Finalmente, lo que esta historia quiere examinar son las variaciones que han puesto en tensión la continuidad de la derecha colombiana en el poco más de siglo y medio que ha transcurrido desde que el combate contra el liberalismo la obligara a irrigar por todo el país el tradicionalismo como memoria y pasado, el conservadurismo como ideología política y el catolicismo como rector del sistema de creencias y prácticas sociales. En síntesis, lo que pretendemos responder es, ¿de qué hablamos cuando hablamos de derecha en la historia de Colombia?


      Responder esta pregunta exige primero precisar el significado de la derecha como concepto, lo que sin embargo no es enteramente posible pues sus múltiples variantes obligan a su uso en plural, las derechas. En términos históricos, hay consenso en que en su origen, en tiempos del rey francés Luis XVI, la derecha «designaba la ubicación de los escaños defensores del rey y del antiguo régimen en la sala de la Asamblea General». Es interesante advertir que en el siglo XVIII el concepto conservador daba razón «de una posición que intentaba mantener los resultados de la Revolución [francesa] sin seguir realizando revoluciones». Pero luego, durante el siglo XIX, el concepto derecha tendió a convertirse en sinónimo de conservador, pues daba razón de personas y partidos que aunque podían aceptar la idea de progreso solo la concebían como resultado de la estabilidad, además de entenderse algunos como «defensores del rey, del orden, de la religión, de la patria o de la nación». Por la misma época, el conservadurismo, ideología política asociada a corrientes filosóficas como el positivismo, el darwinismo social, el tradicionalismo y el rechazo a la democracia liberal, radicalizó posturas conservadoras al punto de diferenciarlas en derechas extremas o moderadas. Pero solo fue hasta las décadas iniciales del siglo XX que «los conceptos “derecha” e “izquierda” empezaron a ordenar los espacios políticos en Iberoamérica y buena parte del mundo», y los dos, a dar cabida a variaciones, pues «no tienen por sí mismos un sentido ontológico, por eso, no poseen un contenido político determinado o inmutable»2.


      El peligro de aceptar que no es posible una definición unívoca de derecha es que se diluya su utilidad como noción que da razón de una posición determinada en el espectro de la política. Por ello se pregunta Norberto Bobbio si la distinción entre derecha e izquierda se sigue utilizando y cuál es la razón o cuáles son las razones de esa distinción. En la elaboración de una respuesta, Bobbio afirma que «una definición para no ser contingente, no ocasional, no subordinable a la variedad de posiciones históricamente determinadas, debe moverse […] hacia la determinación de la actitud mental, de la idea inspiradora, en una palabra del “alma” de quien se declara de derechas». Y esta alma «puede ser expresada sintéticamente con el lema: nada fuera ni en contra de la tradición, todo en y por la tradición». La derecha se entiende, así, como «la expresión de una vocación que permanece constante más allá de los sistemas de gobierno adoptados». Por ello, desde este punto de vista, afirma Bobbio que «el hombre de derecha es el que se preocupa, ante todo, de salvaguardar la tradición [sic]». El autor complementa lo anterior afirmando que también son díadas frecuentemente enunciadas para distinguir la derecha de la izquierda las de igualdad-desigualdad y libertad-autoridad, además de decidir si aceptar o no la defensa de la propiedad individual, a la que denomina la «estrella polar»3.


      A partir de la explicación de Bobbio, es posible afirmar que en el «alma» de la derecha, la tradición, están contenidos los principios de desigualdad y autoridad, pues entiende que eso es así por ley natural. En consecuencia, resulta inevitable para la derecha su menosprecio de la democracia liberal. La derecha doctrinaria colombiana, en unión con sus congéneres de otras latitudes, siempre afirmó que la democracia liberal nacida de la Revolución francesa era la causa de los grandes males de la nación. Por ello, lo que la derecha quiere resolver es lo que según ella hace a la democracia un desacierto como régimen político, pues niega que el origen de la soberanía descansa en un genérico llamado pueblo, compuesto por ciudadanos iguales ante la ley; que el sufragio es legítimo porque garantiza el gobierno de la mayoría y para ello debe ser accesible a todos los sujetos de derecho; que la decisión de las mayorías siempre es la mejor opción para el conjunto de la población; que la carta de derechos y su garantía son el fin último de la república; en fin, que el equilibrio de los poderes públicos es la salvaguardia de la estabilidad de las instituciones del Estado. Frente a estas negaciones, lo que la derecha propone es la «tradición», esto es, un mundo no liberal, porque el orden social requiere un régimen autoritario, fundado en la soberanía que proviene de Dios, que guarda la desigualdad y los privilegios como principios de organización social, que defiende que el gobierno deben ejercerlo los más capaces y que encuentra en el gran líder la encarnación del Estado.


      Por lo anterior, cuando hablamos de la derecha y de las derechas en la historia de Colombia, lo hacemos primero desde la perspectiva de su formulación en singular, pues lo que se constata es que la distancia temporal entre las «viejas» derechas, las del siglo XIX, y las «nuevas» derechas, las del siglo XXI, no evidencia una transformación en su «alma»: la tradición sigue siendo conservar la desigualdad, el orden y la propiedad, además de lo que en sí misma implica como memoria y preservación de los valores y la moral del catolicismo. Aunque advertimos desde ahora que esa continuidad está en crisis desde hace unas décadas. Y si lo hacemos desde su plural, el examen de las derechas colombianas conduce a detenerse en particularidades, en momentos coyunturales que señalan el modo singular que en distintos momentos y por diferentes razones toma el «alma» de la derecha. Este escrutinio lo haremos a partir de quince casos, podríamos decir jornadas de derecha, que, agrupados en tres partes, quieren dar razón de las variaciones de las derechas en el tiempo: la doctrina como fundamento para distinguir lo correcto del error; el orden como principio último del régimen político, y la seguridad como condición inapelable para garantizar que no impere un caos propicio a los enemigos del Estado.


      Cada una de las jornadas de derecha responde a lo que podemos enunciar como un «momento particular», una «singularidad en el continuo de la derecha», idea que adaptamos del concepto de «momento conservador» utilizado por Ariel Rodríguez Kuri en su estudio de la protesta estudiantil de 1968 en México. Rodríguez Kuri explica que lo que pretende es «encontrar y analizar aquellos testimonios que dan cuenta no sólo de los hechos puntuales y de las motivaciones directas del movimiento, sino también los ambientes, estados de ánimo y percepciones que lo constituyeron», de manera que lo que busca es «recuperar en toda su riqueza y complejidad el momento, las circunstancias y el ánimo de protagonistas y antagonistas […] de aquellas jornadas»4.


      Solo me falta agradecer a quienes de muchas formas han contribuido a que este libro haya cobrado su forma final. En Penguin Random House a Juan Camilo González, quien en 2021, como editor del sello Debate, me invitó a escribir una historia de las derechas colombianas, y ahora a Natalia García Calvo, a cargo del sello, a Natalia Iriarte y al equipo de la editorial, que me permitieron dar forma de libro a una idea. Quiero agradecer a Raúl Andrés Motta Durán, alumno y ahora colega y amigo, por su atenta lectura del texto y agudas observaciones, las cuales de muchas maneras están presentes en la estructura y el desarrollo del texto. Igualmente, fue de gran importancia la revisión de todo el manuscrito realizada por Oswaldo Escobar Muriel, igualmente alumno, colega y amigo. Adriana María Suárez Mayorga realizó una cuidadosa lectura crítica de la primera parte, que sigue la larga conversación que tenemos sobre los alcances y el significado de la modernidad. Michael LaRosa, aliado en estas aventuras con la escritura de la historia, fue testigo cercano de los avances y las demoras del manuscrito. Le agradezco a Germán Franco, con quien tuve largas charlas sobre la historia y el presente del país, que me permitieron someter a prueba hipótesis e interpretaciones que resultaron centrales para esta historia. Santiago Paredes, también alumno y ahora colega y gran amigo, realizó una invaluable lectura de todo el texto y aportó valiosas anotaciones a la estructura narrativa de este, que me orientaron en la difícil tarea de contar esta historia. Andrés Olivos, historiador, editor y, por esas sorpresas que da la vida, alumno, con sus conocimientos y su experiencia realizó una cuidadosa revisión del texto y sugerencias de gran valor para mejorar el manuscrito. Y gracias a Enrique Rodríguez Caporalli, compañero en el gusto que tenemos por la historia urbana, por sus cuidadosas anotaciones a cada una de las partes del libro. Quiero agradecer también a Manuel Lucena Giraldo, en España; a Gerardo Martínez Delgado, en México, y a Adrián Gorelik, en Argentina, por los aportes bibliográficos que me permitieron conocer lo que se discute hoy sobre la historia de la derecha en sus países. Y a Constanza, compañera de viaje, le agradezco su paciencia con las largas ausencias que causaron estas páginas y el amor con el que me acompaña desde hace ya muchos años.
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LAS ARENAS DE LA DOCTRINA


    

  


  
    
      PRELUDIO



      República o democracia. Dos términos que hoy son sinónimos, pero que no lo eran durante las décadas iniciales del siglo XIX colombiano. La democracia, en esos tiempos, era «un término de resonancias arcaicas que siguió siendo relacionado con el caos y la tiranía de las muchedumbres», evocaba los excesos de la Revolución francesa y servía para «lamentar la violencia y las divisiones de que estaban llenas especialmente las repúblicas antiguas», pues su uso «aludía a la democracia directa o democracia pura»5. Por ello, las juntas autónomas que se formaron en 1810 en las provincias de lo que después sería Colombia, en respuesta a la ausencia del rey, Fernando VII, preso en Bayona por Napoleón, recurrieron a la expresión «república» para explicar el régimen político con el cual querían sustituir a la monarquía absolutista española. Soberanía para autodeterminarse, nombrar autoridades, fijar los tributos que consideraban necesarios y justos, decidir que los órganos legislativo y judicial serían independientes del Ejecutivo y que el Legislativo y el Ejecutivo solo podían adelantar acciones en calidad de representantes de los electores son solo algunos de los atributos que debían dar forma a la «república».


      Nuestra primera constitución, la del Estado Libre e Independiente del Socorro, del 15 de agosto de 1810, se justificó aduciendo que «es incontestable que a cada pueblo compete por derecho natural determinar la clase de gobierno que más le acomode», derecho al que nadie puede oponerse «sin violar el más sagrado que es el de la libertad»; en consecuencia, «la Junta del Socorro, representando al pueblo que la ha establecido, pone por bases fundamentales de su CONSTITUCIÓN [sic]», entre otras, la religión cristiana; el respeto a la persona y a la propiedad según lo dispuesto por la ley; que los «representantes del pueblo serán elegidos anualmente por escrutinio a voto de los vecinos útiles»; que el Poder Ejecutivo «quedará a cargo de los Alcaldes Ordinarios»; que toda autoridad «será establecida o reconocida por el pueblo y no podrá removerse sino por ley», y que «solo la junta podrá convocar al Pueblo, y éste no podrá por ahora reclamar sus derechos sino por medio del Procurador general». La misma acta constitucional aclara que «cuando se haya restituido a su trono el Soberano, o cuando se haya formado el Congreso Nacional, entonces este pueblo depositará en aquel Cuerpo la parte de derechos que puede sacrificar sin perjuicio de la libertad que tiene para gobernarse dentro de los límites de su territorio, sin la intervención de otro gobierno»; luego, declara a los indígenas libres del tributo que estaban obligados a pagar y manda que las tierras de resguardo «se las distribuyan por iguales partes para que las posean con propiedad y puedan transmitirlas por derechos de sucesión», pero no podrán venderlas hasta que hayan pasado veinticinco años contados desde la fecha de la entrega de la tierra que les corresponda; así mismo, la Constitución declara que «DESDE HOY MISMO ENTRAN LOS INDIOS EN SOCIEDAD [sic] con los demás ciudadanos de la provincia a gozar de igual libertad y demás bienes que proporciona la nueva CONSTITUCIÓN [sic], a excepción del derecho de representación que no obtendrán hasta que hayan adquirido las luces necesarias para hacerlo personalmente»6.


      Según esta, nuestra más antigua constitución, en la «república» el principio de autoridad emana del pueblo, la legitimidad de la representación se garantiza mediante el voto y se afirma la libertad como un derecho inalienable para la comunidad política a que dio origen. Pero, es imposible no verlo, tanto la libertad como la igualdad tenían restricciones, pues aquella persona que no fuera un «vecino útil» no podía elegir y los indígenas no representarían a alguien hasta que tuvieran las «luces» necesarias para poder hacerlo con propiedad. Aún más, el pueblo no podía convocarse a sí mismo ni exigir sus derechos, pues solo podía responder al llamado de la Junta de Gobierno, y el procurador general era el único que podía reclamar por los derechos de la comunidad. Desde el inicio, por lo tanto, en el régimen político y en el ordenamiento social que resultaron de nuestra independencia del Imperio español, libertad e igualdad fueron derechos que no tuvieron un significado unívoco, pues si inicialmente la libertad se afirmó como un derecho inalienable y universal, pronto encontró en el orden el límite para regular los excesos del pueblo soberano y el mecanismo para controlar a los opositores, fueran personas o partidos políticos; y la igualdad, si se entendía en términos absolutos y no solo restringida a lo que la ley determinara para unos individuos, podía llevar al caos que, por ejemplo, había ocasionado la Revolución francesa. Orden y desigualdad fueron, entonces, los principios que en realidad guiaron los destinos de la república desde muy temprano en el siglo XIX.


      Cien años más tarde, en 1910, cuando ya habíamos convertido en fiesta nacional nuestra separación del Imperio español, el orden, transformado en recio presidencialismo para garantizar el buen gobierno, y la desigualdad, como garantía de que la república no desbordaría en aventuras igualitarias las diferencias entre los seres humanos, eran los principios en los que se fundaba nuestro régimen político. La Constitución de 1886 se edificó sobre estos dos pilares. Y uno más: Dios como principio de toda autoridad. Para la Iglesia católica, y con ella los laicos que reconocían su señorío, la soberanía no podía residir en el pueblo, así fuera el de los ciudadanos, sino en el ser supremo, Dios. Por su palabra, él había delegado en su Iglesia, de manera exclusiva, el derecho a gobernar los sujetos que, antes que ciudadanos, eran feligreses. La democracia, entonces, mal podría ser un buen sistema político, pues el error —la soberanía del pueblo— estaba en su misma definición. Y el imperio de la Iglesia católica, que encarnó en la legislación y en las instituciones de gobierno su autoafirmada soberanía, fue mucho más contundente por el control que logró del sistema educativo y las prácticas culturales y por la dirección que impuso a la sociabilidad política en su favor. En efecto, la competencia entre las sociedades liberales, incluida la masonería, y las asociaciones católicas se dirimió en beneficio de las segundas, pues era imposible competir con la presencia activa de los curas párrocos en cada uno de los pueblos que conformaban el país real, aquel donde habitaban las personas.


      La lucha ideológica contra estos principios se dio en los discursos, en las leyes y con las armas. Pero no triunfó. En ese sentido, el siglo XIX, una vez resuelta la independencia y disuelta la Gran Colombia, puede ser dividido en tres grandes épocas: la primera, de 1831 a 1858, los tiempos de la República de la Nueva Granada, cuando la disputa por un Estado central fuerte o por mantener las autonomías provinciales obligó a dirimir aun por las armas el régimen político que debía imperar en la joven república, para lo que se requirió fundar los partidos Liberal y Conservador, y abrir el espacio político y social para que los liberales se hicieran al poder, lo que dio lugar a un enfrentamiento ideológico y político que tuvo como objetivo erradicar o proteger concepciones, prácticas e instituciones propias de las monarquías europeas o de las nuevas repúblicas liberales; la segunda, los años del liberalismo radical, de 1858 a 1878, incluida la presidencia de José Hilario López, entre 1849 y 1853, marcó un período en el que la señalada disputa entre viejas y nuevas concepciones sobre el Estado, la sociedad y el individuo pareció indicar que el país se encaminaba por los senderos liberales del capitalismo; finalmente, de 1878 a 1904, la travesía a la República de Colombia, fue una época propicia para que el autoritarismo como condición del imperio del orden, la desigualdad social como fundamento de la república y el imperio de Dios como origen de toda autoridad se instituyeran definitivamente en los cimientos de nuestro régimen político contemporáneo.


      Si observamos con más detenimiento el combate que entre la libertad y el orden adelantaron publicistas, clérigos, hombres de negocios y de capital, terratenientes, militares, artesanos y muchos más, resulta notorio que solo hasta las décadas finales de la centuria fue contundente el triunfo de quienes entendían que el orden significaba autoritarismo y jerarquía social, por lo que la libertad era un objeto peligroso que debía ser controlado, cuando no erradicado, de nuestro régimen político y nuestro sistema social. Solo hasta el final, lo que significa que los años duros de la batalla fueron los del medio siglo que transcurrió entre 1831 y 1878.


      En ese sentido, durante la República de la Nueva Granada, el derecho que habíamos ganado a gobernarnos como «república» pareció señalar que para el bien de esta el orden debía guiar a la libertad como condición del progreso. Y el orden debía ser autoridad, esto es, presidencialismo y centralismo. Esta concepción del régimen político ganó adeptos una vez superada la crisis política que significó la disolución de la Gran Colombia. La República de la Nueva Granada, con la Constitución de 1832, reunió en un solo Estado los departamentos de Boyacá, Cauca, Cundinamarca, Magdalena e Istmo, y dio fin a los coqueteos monarquistas de quienes durante la década de 1820 siguieron con atención lo que sucedía en México y en Brasil, además de España y Francia, algunos de los cuales propusieron la necesidad de buscar un príncipe en Europa que quisiera venir a gobernarnos; además, dirimió los enfrentamientos entre facciones a los que dio lugar la propuesta de Simón Bolívar de cambiar la Constitución de Cúcuta de 1821 por la Bolivariana de 1826, proposición que llevó a su dictadura y motivó los atentados contra él. Este primer triunfo del orden quedó establecido no solo en las constituciones que se promulgaron en 1832 y en 1843, sino en los símbolos que daban rostro al nuevo país: en 1834, «los senadores y el Consejo de Estado quisieron acallar la semántica de la emancipación con la de progreso. En el lambrequín del escudo, decidieron escribir “Libertad y orden” en vez de “República de la Nueva Granada”»7. Así lo dispuso la Ley 3 del 9 de mayo de 1834, «que designa las armas y pabellón de la República», y así quedó hasta el día de hoy.


      Pero esta vía de solución, que combatía la democracia en aras de consolidar una república católica y aristocrática, fue duramente disputada durante los treinta años que corrieron entre 1848 y 1878, época durante la cual se luchó contra el imperio del orden sobre la libertad y de Dios sobre la ciudadanía. Lo que esas palabras significaban propició la fundación de los partidos políticos y las guerras civiles de 1851, 1854, 1860, 1876 y 1884. Con relación a los partidos, Ezequiel Rojas, en un artículo publicado el 16 de julio de 1848 en el periódico El Aviso, preguntó: «¿Qué es lo que quiere el Partido Liberal? ¿Cuáles son sus deseos? ¿Cuál es la teoría que quiere ver realizada?». Lo que respondió se considera la plataforma ideológica inicial del Partido Liberal colombiano: garantía a las libertades públicas y soberanía nacional; que la ley sea lo único que determine la suerte de los hombres y que sea la expresión de la voluntad del legislador; recta y pronta administración de la justicia: leyes claras y precisas; impedir al Poder Ejecutivo remover libremente a los funcionarios públicos y que ellos sean nombrados por su capacidad y su probidad para desempeñar los cargos; que se inviertan las rentas públicas en las necesidades reales de la sociedad y que el Poder Ejecutivo no determine a su voluntad el destino de las rentas públicas; cumplimiento con el pago de los créditos contraídos por la nación; que no se pongan obstáculos a la producción y a la propiedad; que no se adopte la religión para gobernar, pues cada potestad debe girar independientemente dentro de su órbita; que se utilice una parte considerable de las rentas públicas a la mejora de las vías de comunicación; en fin, que la justicia sea imparcial. En síntesis, afirmó Rojas, «quiere todo esto para que los que obedecen no sean esclavos de los que gobiernan; para que haya verdadera libertad; para podernos librar del gobierno teocrático; para que los granadinos realmente tengan aseguradas sus personas y sus propiedades; y para que las garantías no sean engañosas promesas»8.


      Por otra parte, Mariano Ospina Rodríguez, en su discurso de posesión a la presidencia, el 1 de abril de 1857, expresó con firmeza que «cuando se relaja el respeto a la ley, y la subordinación a la autoridad legítima; cuando el crimen es representado como un error disculpable, la propiedad como un derecho dudoso, la justicia como un abuso de la fuerza de la sociedad contra el débil, la libertad sin límite y sin regla y el interés individual como los únicos reguladores de las acciones humanas; cuando la norma inflexible del deber, que saca su fuerza y su eficacia de la fe religiosa, es combatida como una preocupación; entonces la sociedad se pervierte, los vínculos sociales se relajan, la anarquía sucede al orden, y a la anarquía, el despotismo»9. Esto es, en sus palabras, el conservatismo. Años antes, en 1849, José Eusebio Caro, cofundador con Ospina del Partido Conservador y del periódico La Civilización, explicó en un artículo publicado por este periódico el 29 de noviembre de dicho año, bajo el título «El partido conservador y su nombre», que «la democracia, la libertad, el progreso, pueden entenderse en dos sentidos: o en el sentido destructor, salvaje y disolvente; o en el sentido pacífico, social y conservador. Este último sentido es el que expresa nuestro nombre»; a lo que añadió: «nuestro nombre colectivo, nuestro título de conservadores [sic] significa más que democracia, más que libertad, más que progreso; porque indica el sentido en que tomamos las cosas», que es «que detestamos lo que destruye y buscamos lo que conserva, que detestamos lo que enferma y buscamos lo que sana, que detestamos lo que quema y buscamos lo que alumbra»10.


      En este marco, las reformas liberales de mediados del siglo XIX, que adquirieron rango constitucional en 1853, parecían dar lugar a que por fin la democracia liberal arraigara en nuestro país. El sujeto político por excelencia, un individuo en gozo de sus indisputados derechos, racional, burgués y capitalista, debía alumbrar el significado de colombiano y convertirse en ejemplo de todos aquellos que por su naturaleza no alcanzaban a llegar a este nivel. La abolición de todo principio basado en el derecho natural, de las diferencias de origen y sus privilegios, de la tradición, del dominio de la Iglesia católica sobre la sociedad y el pensamiento, en fin, de la aristocracia como fundamento social, debía dar paso a un nuevo mundo, a un nuevo hombre: el ciudadano. El dominio político logrado por el Olimpo Radical pareció señalar el triunfo definitivo del liberalismo radical en nuestro país. Pero solo por unos lustros.


      Los vientos tormentosos del monarquismo, del conservadurismo y de la intransigencia católica tomaron fuerza durante las últimas décadas del siglo XIX y se erigieron en la pantalla contra la cual se miraron las fuerzas del orden y de la libertad en disputa. Al igual que en Colombia, parecía que el liberalismo y la república se impondrían finalmente en Europa. Así lo señalaban coyunturas como la insurrección de marzo de 1871 en París —la Comuna—; el crecimiento en importancia de la Internacional Socialista en sus dos primeros congresos, el de 1864 y el de 1889; la Primera República española, de febrero de 1873 a diciembre de 1874; la anterior Segunda República francesa, de 1848 a 1852, o la más duradera Tercera República en Francia, de 1870 a 1940; o la toma de Roma en septiembre de 1870, que marcó la derrota de los Estados Pontificios y el triunfo de la unificación italiana bajo el rey Víctor Manuel II, entre muchos otros eventos. Pero estos avances del liberalismo y de la democracia, así como del capitalismo industrial, de la burguesía urbana y sus prácticas y modos de vida, fueron duramente confrontados en todas partes y de diversas maneras. Sirve de ejemplo lo que sucedió poco antes de la toma de Roma por el ejército italiano: la realización del Concilio Vaticano I, que paradójicamente universalizó el poder de la Iglesia católica al triunfar sobre los antiguos regalismos e imponer el poder del papa sobre los gobernantes y las naciones católicas del orbe.


      De este modo, el surgimiento del conservadurismo como ideología y movimiento político se dio precisamente en la confrontación contra el liberalismo, el capitalismo y la democracia que adelantaron quienes se pronunciaron contra los efectos de la Revolución francesa y, por ello, defendían el uso de la fuerza del Estado para conservar las tradiciones, la desigualdad social, el proteccionismo económico y, muchos, la monarquía absoluta como la única forma posible de gobierno y a Dios como principio único de toda autoridad. Esta corriente se nutrió de pensadores como Edmund Burke, en Gran Bretaña, que le niega a la razón su capacidad emancipatoria, y Louis de Bonald, en Francia, que antes de que comenzara el siglo XIX ya había establecido que los fundamentos del conservatismo eran la monarquía absoluta, la aristocracia hereditaria, la familia y el poder de los papas sobre todos los gobernantes, además de Joseph de Maistre, Auguste Comte y Charles Maurras, también en Francia, y Juan Donoso Cortés y Jaime Balmes, en España, entre otros, que dieron fundamento al conservadurismo y al monarquismo en Europa y escribieron obras que fueron estudiadas detenidamente por la generación de pensadores y políticos que hicieron de la crítica a los liberales radicales y al régimen federal de los Estados Unidos de Colombia el efecto de demostración del desorden, la incivilidad y el empobrecimiento al que podían llevar esas ideas y esos programas políticos. Y triunfaron.
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 UMBRALES: 1849


      Hay en la vida de las sociedades ciertos acontecimientos extraordinarios que, por más que se hayan estado presintiendo,por más que se hayan estado viendo venir, siempre sorprenden.


      VENANCIO ORTIZ


       


       


      El quinto presidente de la República de la Nueva Granada11, José Hilario López12, fue elegido el 7 de marzo de 1849. Lo que sucedió ese miércoles, día en el que se reunió el Congreso Nacional en la capitalina iglesia de Santo Domingo con el propósito de perfeccionar la elección de presidente, quedó profundamente grabado en la historia del país. En efecto, los hechos ocurridos ese día no faltan en cualquier narración de nuestro siglo XIX, así difieran las interpretaciones de lo sucedido; además, enlazan una gran cantidad de eventos que ocurrieron antes y después de lo que para algunos fue un fatídico día, y para otros, un glorioso momento. Ese miércoles algo cambió.


      La presidencia de Tomás Cipriano de Mosquera13 llegaba a su fin el 31 de marzo de 1849, razón por la cual el proceso electoral se había activado en todas las provincias del país. Según el orden constitucional entonces vigente, el de 1843, eran las asambleas cantonales las que debían decidir quién sería presidente14. Realizado el escrutinio, como ninguno de los candidatos obtuvo la mayoría requerida, era necesario que el Congreso de la República, reunido en pleno (Cámara de Representantes y Senado), decidiera por mayoría de votos (de un total de ochenta y cuatro) el ganador de la contienda15.


      Un indicio del nerviosismo que reinaba ese día en la ciudad fue el hecho de que algunos congresistas y muchos de sus asesores entraron armados al recinto de la iglesia. En la capital se sentía la tensión que creaba el gran número de personas deseosas de inclinar el resultado de la elección en favor del candidato liberal. Un joven estudiante en ese entonces, José María Cordovez Moure, junto con otros compañeros, estuvo en las barras presionando a favor de José Hilario López, lo que le permitió presenciar lo sucedido y luego narrarlo en sus Reminiscencias de Santafé y Bogotá.


      Cuenta Cordovez que ese día «¡se iba a librar la gran batalla!», queriendo con ello decir que «de antemano se anunciaba que sucedería algo grave en la elección, esperada con temor por parte de los conservadores, que era una esperanza para los liberales y ocasión de impaciencia para todos». Abiertas las puertas de la iglesia y después de que entraran los congresistas y sus acompañantes, los miembros de las Sociedades Democráticas16 accedieron al «templo y [tomaron] las posiciones que les indicaban los encargados de buscarles colocación»; luego llegaron los seguidores de Rufino Cuervo17, que «se situaron indistintamente, pero sin previa organización, lo que hizo ineficaz el apoyo que pudieran prestar a los partidarios de su candidato»; fueron pocos los seguidores de José Joaquín Gori que ingresaron, pues se daba por descontado «que la lucha iba a reducirse a Cuervo y López». Finalmente, los estudiantes entraron de último, pero lograron ubicarse en la parte delantera de las barras, «después de abrirnos paso a codazos y empujones». Comenzaron las votaciones y en la primera, aunque ninguno obtuvo la mayoría necesaria, quedó claro que solo López y Cuervo seguirían en la contienda. Luego se procedió a votar de nuevo y, en esta ocasión, Cuervo obtuvo cuarenta y dos votos, lo que se interpretó como que había ganado. La confusión reinó y los gritos y las amenazas poco ayudaban a calmar a los presentes, hasta que «se logró restablecer la calma y hacer salir del recinto de la sesión a los que, con buenas o malas intenciones, se habían introducido en él». Algunos congresistas pidieron que se suspendiera la sesión, pero no fue aprobada la moción, así que se procedió a votar por tercera vez, lo que tampoco dio un resultado definitivo, pero sí ventaja a López. El secretario debía leer en voz alta cada uno de los votos y por eso se supo que en esta tercera votación el congresista Mariano Ospina Rodríguez18 había escrito en su papeleta: «Voto por el general José Hilario López, para que el Congreso no sea asesinado». Tras el escándalo que suscitó esta afirmación, se procedió a votar por cuarta vez, obteniendo López el triunfo con cuarenta y cinco votos a favor. La noticia «produjo vivo entusiasmo en el pueblo que rodeaba la iglesia. La gritería era aturdidora […], los cohetes y repiques en la torre de la Catedral anunciaban a la ciudad que ya había presidente electo, y los partidarios del candidato triunfante recorrían las calles precedidos de las músicas militares del batallón número cinco y de la Guardia Nacional, a los gritos de ¡Viva López!, ¡Viva el pueblo soberano!, ¡Viva el Congreso!»19.


      La presencia de las llamadas Sociedades Democráticas dentro y fuera del recinto donde se reunió el Congreso y la advertencia de que intervendrían con violencia si no elegían al candidato de su preferencia, José Hilario López, así como la mención a los jóvenes liberales y su papel de animadores de la contienda, dan razón de que fue la alianza entre artesanos y jóvenes liberales lo que le dio al Partido Liberal la fuerza requerida para derrotar al conservatismo en las elecciones de 1849.


      Cuando en la época mencionaban a los artesanos se incluía en esta denominación a los que hoy llamaríamos sectores populares. En palabras de Gilberto Loaiza, «la denominación pueblo artesano es […] una designación aproximada de los sectores populares que participaron activamente en la política republicana; sectores populares que constituían un universo social y étnico abigarrado», que estaba conformado por «el artesanado urbano, por los pequeños propietarios en el campo, por los exesclavos y por los grupos indígenas», y además, afirma Loaiza, por abogados autodidactas, pequeños funcionarios públicos locales y, entre los artesanos, «especialmente los impresores, los sastres y los ebanistas», los cuales se reunían y deliberaban «en galleras y cafés, chicherías y pulperías; participaban en cofradías y clubes electores y luego [organizaron] asociaciones de socorro mutuo»20. Un rasgo importante del artesanado es que era posible encontrarlo no solo en los grandes centros urbanos, sino en todos los pueblos del país. Esta generalizada presencia y su vinculación a los diversos clubes políticos hicieron que los partidos políticos se convirtieran en entidades nacionales. Bien afirma Malcolm Deas que «a mediados del siglo [XIX] se puede notar en la prensa que en todas partes hay personas que se llaman artesanos», y aclara a continuación que «los hay en Mompox, en Cartagena, en Cali, en el sur»; por ello, explica Deas que «“Artesano” es en parte un término de autoclasificación política, y sospecho que fue adoptado por mucha gente que no fabricaba nada y que no estaba afectada personalmente por cambios de tarifa ni por vapores en el río Magdalena»; adicionalmente, puntualiza que los artesanos, a pesar de que habitaban en pueblos distantes, «se comunicaban: tenían su propia prensa, sus clubes afiliados, su red de corresponsales»21.


      Las primeras asociaciones de artesanos cobraron forma hacia finales del decenio de 1830, cuando se crearon sociedades católicas, de cuño ministerial22 y ligadas al conservatismo, y sociedades democráticas, reformistas y, en ese sentido, precedentes del liberalismo. Las primeras, como las Sociedades Católicas creadas en Bogotá, Cali, Popayán y Pasto en 1838, la Sociedad Dogmática o Teológica, organizada en Bogotá en 1830, y la Sociedad de Jesús, también de Bogotá pero organizada en 1840, fueron de gran apoyo tanto para la Iglesia católica como para el triunfo electoral de los ministeriales en las elecciones de José Ignacio de Márquez, Pedro Alcántara Herrán23 y Tomás Cipriano de Mosquera. Las segundas, en particular las Sociedades Democrático-Republicanas, organizadas en 1838 y 1839 en Bogotá, Cartagena, Santa Marta, Soatá, La Mesa, Santa Rosa de Viterbo, Gachetá, Popayán, Cúcuta, Tunja y Villa de Leyva, tenían como objeto tanto la instrucción de sus miembros como participar en los procesos electorales con pleno conocimiento de los candidatos24. Pero fue la reacción contra las medidas que favorecían el libre cambio y la disminución de las tasas aduaneras, aprobadas por la administración de Mosquera y lideradas en 1847 por su secretario de Hacienda, Florentino González, lo que propició la creación en Bogotá de la Sociedad de Artesanos el 6 de octubre de 1847.


      Dice Salvador Camacho Roldán en sus Memorias que dicha sociedad, en 1848, «no se ocupaba de política; en sus sesiones nocturnas se daba enseñanza de lectura, escritura, aritmética y dibujo lineal», actividades que lo atrajeron a él y a otros de sus compañeros y por las que se acostumbraron a participar dos o tres veces a la semana en sus reuniones25. Fue en 1849, bajo el empuje de la campaña electoral que le dio el triunfo a José Hilario López, que la Sociedad de Artesanos cambió su nombre por el de Sociedad Democrática, y el número de sus miembros pasó de unos ocho o diez a más de cuatro mil ciudadanos26. Siguiendo este ejemplo, ciento doce Sociedades Democráticas fueron creadas entre 1849 y 185327. Al mismo tiempo, los conservadores reaccionaron ante el empuje de las asociaciones liberales y fundaron inicialmente en Bogotá, en diciembre de 1849, la Sociedad Popular de Mutua Instrucción y Fraternidad28. La pronta proliferación de Sociedades Democráticas y Sociedades Populares le permitió afirmar a Camacho Roldán que «se pobló el país entero de sociedades democráticas y populares; en Popayán, Cali, Buga y Cartago, en el Cauca; en Cartagena, en Santa Marta, Mompós, Panamá y otros lugares de las costas Atlántica y del Pacífico; en el Socorro, Sogamoso y otros lugares de Boyacá»29.


      Los jóvenes liberales se habían labrado un lugar en el partido no sin mucho esfuerzo. La generación nacida después de la Independencia, proclive a la influencia de las ideas políticas y sociales francesas, en especial del socialismo utópico30, era contraria al recio régimen presidencialista que los ministeriales triunfantes en la guerra civil de 1839 a 1842 impusieron y consolidaron con la Constitución de 1843. Estos jóvenes no fueron educados bajos los imperativos coloniales y del catolicismo, sino que su formación se dio «gracias a los contactos culturales y económicos con Inglaterra y Francia, la estadía y la instrucción en casas comerciales inglesas, o bien la educación universitaria determinada por el utilitarismo de Bentham […]. En consecuencia, se formó cierto espíritu de empresa que se veía limitado por el orden político y económico existente en el Estado, con sus privilegios y monopolios»31. Ellos querían ocupar un lugar en la política nacional, algo que en palabras de un testigo de la época no era sencillo, pues «para valer algo en el país, se necesitaba ser rico, o estar ventajosamente relacionado, o tener una inteligencia descollante; y la mayor parte de la juventud inteligente se veía tratada con cierto grado de desprecio», razón por la cual, dice el comentarista, «se persuadieron de que había en la república una verdadera oligarquía y se propusiera combatirla por todos los medios posibles»32.


      Sin embargo, la alianza triunfante ese 7 de marzo de 1849, la de los artesanos con los jóvenes liberales, no duró mucho tiempo. Algunos de los artesanos que apoyaron la elección de López se arrepintieron al poco tiempo y lo manifestaron públicamente tan solo dos años más tarde, en 1851. Y tres años después, en 1854, esos pocos ya eran muchos y participaron junto con los militares en el golpe de Estado que lideró José María Melo33. Ejemplo de ello fue Ambrosio López34, aprendiz de sastre en su juventud y luego panadero, además de soldado, comerciante y otras cosas más, y fundador de la Sociedad de Artesanos en octubre de 1847, que luego se conocería como Sociedad Democrática. López publicó en 1851 un folleto denominado El desengaño, que escribió dirigiéndose «a la clase de mi círculo, a los hombres artesanos de Bogotá de uno y otro partido». En este les recuerda que los invitó «a que nos asociáramos, y que formáramos una sociedad respetable, y por eso tuvisteis la bondad de atenderme», pero igualmente les aclara que «tomamos interés en elevar a ciertos hombres, creyendo que ellos nos amaban deveras y que sus corazones no mentían: nos alucinamos porque ellos tienen en el alma el veneno y la miel en los labios», razón por la cual, afirma, «servimos de escalones para que hoy destrocen nuestra República, para que nos sacrifiquen, con la división de partidos, para que nos insulten y vilipendien, con el engaño y la mentira». Ambrosio López, que en 1851 se autoclasificó como «liberal conservador», no tuvo reparos en admitir en su folleto que «desde que la Sociedad de artesanos se lanzó a la política, la meta a donde tendían todas sus aspiraciones, todos sus afanes, era precisamente a que aconteciese lo que sucedió el 7 de marzo de 1849» y que para ese día «los hechos preparatorios, la multitud de intrigas que se ejecutaron, todo, todo tendía a imponer miedo, y aterrar a la gran mayoría conservadora, que se hallaba en el seno del Congreso», victoria que, sin embargo, le hace preguntarse: «¿Qué hemos conseguido? ¿Se ha mejorado nuestro país? ¿Se ha dado impulso al comercio? ¿Se ha dado instrucción al pueblo, y mejorado las clases trabajadoras?». La conclusión a la que llega es para él dolorosa: «Nos engañaron y nos engañamos, no nos dan sino hiel para el corazón», y exclama con vehemencia que «os exhorto a nombre de vuestras familias, a nombre de la libertad y de los principios republicanos que abandonéis a esos hombres que no hacen el bien de su patria y que aún conservan la miel en los labios para hacernos sus esclavos»35.


      Ambrosio López no fue el único en protestar contra los jóvenes liberales poco después del triunfo del 7 de marzo de 1849. Entre otros, el carpintero capitalino Cruz Ballesteros también dio a conocer un folleto ese mismo año, 1851, con el título La teoría y la realidad, en el que manifestó que «en lugar de promover la industria artesanal y el gobierno democrático, los liberales habían explotado la fortaleza de la organización artesanal, ignorando sus reclamos de protección tarifaria y negando su legítima participación política»36. Este sentimiento de traición que cobró forma en las Sociedades Democráticas nos obliga a preguntar si la alianza que forjó el triunfo del liberalismo en 1849, eficaz sin duda en esa coyuntura, no era en realidad más que un imposible que desembocaría inevitablemente en un violento enfrentamiento, porque los artesanos creyeron que el régimen de López aboliría el libre cambio y protegería las manufacturas nacionales, y los liberales radicales37 supusieron que contaban con el respaldo de estos sectores para emprender las grandes reformas sociales y económicas que tenían como objetivo acabar definitivamente con los remanentes de la sociedad colonial en el país38.


      Cabe advertir que fueron necesarias casi dos décadas para que se diera el triunfo de José Hilario López el 7 de marzo de 1849, pero solo se requirió un lustro para que se derrumbara el régimen liberal instaurado ese día por el golpe de Estado de José María Melo en abril de 1854. En ese sentido, de 1849 a 1851 dominó entre los liberales la percepción de que una gran revolución se había producido, la cual debía crear las condiciones para que el individuo quedara libre de toda atadura y pudiera convertirse en el ciudadano que requería la república; pero, al mismo tiempo, entre los conservadores tomó fuerza durante esos años la idea de que la nación se encaminaba por azarosos caminos que la alejaban de Dios y del orden que solo él podría garantizar. Lo que hace embrollado esto es que, aunque el Partido Liberal entró triunfante a esa coyuntura de cambio y venció en la guerra civil de 1851, hecho que le permitió hacer aprobar en el Congreso su programa de reformas y promulgar una nueva constitución en 1853, no pudo evitar fraccionarse entre radicales y draconianos39, además de perder casi totalmente el apoyo que le habían dado los sectores populares, a los que aprendió a temer40.


      Dado lo sucedido en 1849, es evidente que la cuestión electoral hizo necesaria la consolidación de los partidos políticos, dio sentido a las coyunturas que agitaron la vida política en las provincias, obligó a crear organizaciones y liderazgos de carácter nacional y, no menos importante, exigió tomar decisiones sobre el tipo de Estado que se quería tener, establecer quiénes de sus habitantes podrían obtener el estatus de ciudadano y resolver cuál hegemonía podía alcanzar la legitimidad suficiente para que no fuera el recurso a las armas la única solución a las tiranías. Por ello, advertir sobre la cuestión electoral es indicar que la democracia representativa fue el modelo político que se eligió desde la época del Congreso de Angostura de 1819 y se refrendó en la primera constitución, la de 1821, decisión que nunca ha sido puesta en cuestión hasta el día de hoy. Es por esta razón que Mariano Ospina Rodríguez, en un muy conocido artículo de 1849, expresó que «la democracia existe en la Nueva Granada desde que se sancionó la primera Constitución»41.


      En este mismo sentido explicó José María Samper, en un texto suyo publicado en 1873 bajo el título «Los partidos en Colombia», que terminada la Independencia y asegurada la República, las diferencias entre los partidos «se condensaban en esta cuestión: el grado de desarrollo que en su práctica hubiera de tener el principio republicano-democrático» y los medios para consolidar lo que se había logrado con la Independencia. De manera que, dice Samper, «la cuestión venía a ser de mayor o menor libertad para los ciudadanos; de mayor o menor amplitud del poder central, o del ensanche de las entidades municipales; de mayor o menor intervención de las masas populares, por medio del sufragio, en el gobierno del país; de mayor o menor desenvolvimiento de las fuerzas sociales». Concluye Samper explicando que por esas diferencias fue «lenta pero inevitable [la] gestión de los programas con que los partidos se fueron organizando y evidenciando la índole de su antagonismo por ganar el poder o conservarse en él»42.


      La libertad del individuo, principio fundamental del liberalismo que se hizo radical precisamente por promulgar y defender esta idea hasta con la fuerza de las armas, es lo que compendia la serie de reformas que adelantó el partido en el Congreso de 1851. ¿Cuáles fueron esas reformas? El mismo José María Samper, en sus Apuntamientos para la historia política y social de la Nueva Granada desde 1810, publicado en 1853, anotó que antes de disolverse el Congreso de 1851 por el inicio de la guerra civil, logró discutir un proyecto de reforma de la Constitución de 1843 y aprobar «la libertad absoluta de prensa; la abolición de la esclavitud; el juicio criminal por jurados; la justicia gratuita, sin secretos ni coacciones; la base del sistema penitenciario; la emancipación de las comunidades religiosas; la abolición del fuero eclesiástico; la reforma judicial y municipal; la excarcelación en los juicios criminales, exceptuando los más graves delitos; la libertad de sufragio, en cuanto se supriman las condiciones de elegibilidad; el patronato religioso trasladado al pueblo; la redención de los censos que embarazaban el desarrollo y la movilidad de la riqueza; los intereses materiales, impulsados poderosamente; y en una palabra, la República lanzada en la vía del progreso»43.


      Acabar con los remanentes de la Colonia, que la Independencia no había logrado erradicar, fue el sentido que los liberales le dieron, tanto en las salas del Congreso, en los campos de batalla y en las páginas de los periódicos, a la tarea reformista que emprendieron durante estos años de mediados del siglo XIX. Y se sintieron orgullosos de ello. Miguel Samper así lo manifestó en el más conocido de sus escritos, La miseria en Bogotá, publicado en 1867: «¡Cuán legítimo orgullo no deberemos sentir todos los que empuñamos el hacha demoledora, aunque solo fuera para hacer saltar una astilla del viejo tronco de la Colonia!»44. Por ello, la guerra civil a que dio lugar este conjunto de reformas, la de 1851, no puede ser reducida a tan solo la protesta contra la abolición de la esclavitud. Lo que ellos querían con las reformas mencionadas era erradicar el «Antiguo Régimen» —el absolutismo monárquico, el orden estamental de la sociedad y el dominio de la Iglesia católica— en todos los campos de la vida colectiva e individual.


      Aunque los liberales radicales triunfaron en las guerras civiles de 1851 y 1854, lo cierto es que la primera debilitó y la segunda dio fin al régimen del 7 de marzo de 1849, pues abrió un período en el que la Constitución de 1853 continuó, pero sin la presencia de un gobierno capaz de orientar su cumplimiento. Por esta razón, el buscado cambio que quisieron poner en marcha los liberales radicales no se dio por completo y, como consecuencia de ello, no lograron erradicar del todo el modo de vida que el Antiguo Régimen había impuesto en nuestra sociedad desde la época colonial.


      En efecto, aunque las reformas introducidas por los liberales en 1851 y el esfuerzo por consolidarlas durante las décadas de 1860 y 1870 lograron introducir algunos cambios en las prácticas y disciplinas sociales imperantes hasta entonces, no tuvieron mayor éxito en transformar el poder de la Iglesia católica como institución encargada de controlar el sistema de creencias y a los sacerdotes católicos como vigías y árbitros de las costumbres, la tradición y la verdad. El temor al futuro, pues amplios sectores urbanos y rurales del país lo percibieron turbio dadas las consecuencias que podrían acarrear reformas tan radicales en el sistema político y social, afianzó precisamente lo que esos liberales querían cambiar: la tradición. En consecuencia, las reformas redujeron la capacidad de cambio que manifestaron en los años iniciales del decenio de 1850. José María Samper, en sus Apuntamientos de 1853, expresó que esta situación no era difícil de explicar, pues «el partido demócrata, tan perfectamente compacto en 1850, empezaba a vacilar, a desconfiar del porvenir, a fraccionarse insensiblemente», ya que el Gabinete, «fiel representante de la situación de los partidos, estaba como ellos dividido, y de esa división, a cuya sombra se agitaban la desconfianza, la emulación y la intriga, debían surgir deplorables cambios en la política gubernativa»45.


      Samper explicó la crisis en la hegemonía liberal que se produjo en el último año de gobierno de López, 1853, como resultado de la división que se presentó en su Gabinete entre el vicepresidente, José de Obaldía46, y el secretario de Hacienda, Manuel Murillo Toro47. Dice Samper que Obaldía era «el jefe de la oposición […], verdadero jefe de la reacción que se había levantado a disputar el terreno de la revolución», mientras que Murillo Toro representaba el «espíritu más enérgico, más filosófico y audaz, y más lógicamente revolucionario que había en el Gabinete, y por lo mismo, [era] el hombre de más influencia en la política liberal que se había puesto en acción»48. Este enfrentamiento lo perdió Murillo, pues tuvo que renunciar debido a lo que se conoció como el asunto Mackintosh —acuerdo propuesto por Murillo Toro para zanjar las reclamaciones de un inglés respaldado por el Gobierno británico, el cual fue negado por la Cámara de Representantes— y a la negativa de López de aprobar la ley sobre tierras baldías que había presentado Murillo Toro al Congreso en 1851, que propuso «la distribución proporcionada de alguna parte de las tierras del Estado a las clases proletarias». La renuncia, sigue explicando José María Samper en sus Apuntamientos, significó que «la reforma, en su verdadera significación y amplitud, quedaba proscrita de la política ministerial», razón por la cual la caída de Murillo, en palabras de Samper, «entrañaba el triunfo de la reacción»49.


      Esta fue la dinámica partidista que logró frenar el ímpetu de los liberales más doctrinarios para imponer su reforma en la República de la Nueva Granada. Sin embargo, lo que sucedió en el Gabinete de López fue apenas una manifestación de lo que significó la aprobación de la Constitución de 1853, precisamente en el momento en que llegaba a su fin la administración de José Hilario López. La cuestión es que José María Obando50 ganó las elecciones apoyado electoralmente por los artesanos, quienes cuatro años antes habían presionado la elección de López, solo que ahora decidieron respaldar el nombramiento de quien consideraban podía poner fin a un régimen que para ellos claramente se había tornado lesivo a sus intereses y su modo de vida. Además de los artesanos, los militares y algunos clérigos, afectados por reformas que los harían desaparecer como corporación, se unieron en el apoyo a Obando y en su esperanza de que él no gobernaría según lo dictaba la nueva constitución.


      José María Obando tomó posesión del cargo de presidente el 1 de abril de 1853, elegido con el apoyo de la fracción draconiana del Partido Liberal y el aval que las Sociedades Democráticas le brindaron en muchas poblaciones del país. Los radicales respaldaron electoralmente al general panameño Tomás Herrera, pero estos y los conservadores no tuvieron la fuerza electoral suficiente para derrotar a Obando. Ya posesionado, el nuevo presidente debía sancionar la nueva constitución, que no era de su gusto y tampoco de quienes lo habían apoyado electoralmente y, por eso, esperaban que no fuera a darle vigencia en el país. Pero no hizo lo esperado y la promulgó el 20 de mayo de 1853, dejando así perplejos a muchos de sus seguidores. En el discurso que pronunció Obando el 1 de enero de 1854, día en que entraba en plena vigencia la Constitución, expresó que «ese código santo, de que me cumple ser el primer custodio, haga la dicha del pueblo granadino, cerrando la era de las revoluciones que han afligido al país hasta el punto de poner en duda el arraigo de las instituciones republicanas»51.


      Mientras Obando pronunciaba el mencionado discurso, tomó fuerza un rumor que anunciaba que el comandante de la Fuerzas Militares de Cundinamarca, José María Melo, daría un golpe de Estado con el objeto de impedir que entrara en vigor la Constitución. El golpe no se dio ese día, pero el presidente poco hizo para frenar la creciente tensión que de política pronto se hizo social. En Bogotá aparecieron impresas hojas sueltas, publicadas por los directores de la Sociedad Democrática, que, en palabras del testigo de los hechos que venimos siguiendo, Venancio Ortiz, concitaban «al pueblo a la matanza de los ricos. “Ellos, les decían, tienen dinero, armas y cuentan con las autoridades porque las tienen compradas, […] pues bien, eso poco importa porque nosotros somos la mayoría y contamos con que nuestra causa es santa, porque es nada menos que la conservación de nuestras familias”» y añadían, amenazantes, que «“no hay que reparar en los medios para salir de los verdugos […]. Las tinieblas de la noche podrán sernos favorables; pero sobre todo la reserva en lo que deba ejecutarse”»52.


      El 14 de abril de 1854, Viernes Santo, se presentó una riña entre algunos soldados y los gólgotas53 reunidos en la Rosa Blanca, una conocida fonda de la capital. Al saber de esto, varios miembros de la Sociedad Democrática atacaron a pedradas a los participantes en la procesión que conducía la imagen de Jesús muerto a la iglesia de la Veracruz y dieron vivas al general Melo y a Obando y mueras a los gólgotas. El domingo 16 de abril fueron atacadas las casas de Pastor Ospina, Murillo Toro y otros líderes conservadores y radicales. Dice Ortiz que, «cuando esto sucedía, ya toda la tropa veterana y los seiscientos democráticos armados estaban en la plaza de la Constitución —hoy de Bolívar—, de donde partían las diferentes comisiones a cumplir fielmente las órdenes de Melo», y al amanecer del 17 de abril «tronaron los cañones y se declaró consumada la revolución»54.


      Melo le pidió a Obando que tomara el mando y gobernara en calidad de dictador, lo que él rechazó con vehemencia, por lo que el general Melo se declaró en ejercicio del poder supremo. Pronto la alianza entre radicales y conservadores organizó la oposición al régimen que habían instaurado los militares y artesanos, quienes no contaron con el apoyo de la dirigencia draconiana. La guerra civil tomó así forma y se desarrolló en casi todas las provincias del país, desde Popayán hasta Cartagena, del 17 de abril al 4 de diciembre de 1854, día en el que se firmó la rendición de Melo y sus seguidores.


      En quienes se rebelaron contra la Constitución de 1853 y contra el dominio político de radicales y conservadores es notorio el uso de la palabra «regeneración» para explicar el objetivo que perseguían; aún más, denominaron «revolución regeneradora» al régimen que quisieron establecer ese 17 de abril de 1854. En el número ocho del periódico El 17 de Abril, publicado el 30 de julio por el régimen de Melo, se publicitó el programa político que querían imponer quienes se habían rebelado contra el gobierno constitucional. Esta pieza resulta fundamental, pues presenta sin ambages un ideario que se enfrentaba al programa liberal de los radicales y a los principios de la élite conservadora que veía en la exclusión y el autoritarismo los fundamentos del principio del orden que ellos querían imponerles a todos los demás.


      En este programa los golpistas manifiestan, primero, que mientras los conservadores habían hecho del sufragio un privilegio y los radicales una mercancía, ellos querían consagrarlo como un derecho; segundo, que los conservadores sacrificaron la libertad al orden y los radicales el orden a la libertad, mientras que ellos querían «una libertad regulada por el orden, el orden garantizado por la libertad»; tercero, que mientras los conservadores quieren un gobierno fuerte y centralista, y los radicales un gobierno nominal y federal, los golpistas proponen un «gobierno nacional y municipal distintos, pero no antagonistas, y secciones libres pero subordinadas»; cuarto, que los conservadores llaman propiedad al monopolio mientras que los radicales llaman robo a la propiedad, pero ellos «no quieren acrecer las grandes fortunas a expensas de las fortunas menores; pero tampoco deseamos que se arrebate a los unos para dar a los otros»; quinto, que los conservadores defienden la intolerancia religiosa y los radicales sostienen la separación absoluta de las potestades espirituales de las materiales, mientras que ellos quieren que en la «legislación nacional se reconozca tanto el derecho de profesar cualquier culto, como el hecho de que la mayoría de los granadinos profesan el católico»; sexto, que los conservadores rechazan la intervención civil en el matrimonio y los radicales no solo se burlan del sacramento sino que defienden la disolubilidad de este, mientras que ellos quieren «que el magistrado atestigüe ante la sociedad lo que el sacerdote celebra ante Dios», además quieren «que la familia, elemento de la sociedad, encuentre en la legislación su seguridad, su garantía, su apoyo, y no su tiranía, ni su envilecimiento, ni su destrucción»; séptimo, que los golpistas se oponen a que se les quite la ciudadanía a los sacerdotes, como piden los radicales, y se oponen a la solicitud de los conservadores de traer a los jesuitas de nuevo al país; octavo, que, respecto a las fuerzas militares, los golpistas se oponen a su origen en el reclutamiento, propuesta de los conservadores, y, por supuesto, no apoyan en forma alguna la abolición de la fuerza permanente que quiere el radicalismo, y proponen «la conservación de la base suficiente de veteranos de cuyas bajas se llenen por el enganche voluntario y el levantamiento ordenado de las guardias nacionales»; noveno, que mientras los conservadores «repartían del tesoro público sinecuras cuantiosas en razón directa del rango del agraciado, los radicales piden con fervor la abolición de las pensiones civiles y militares; nosotros rechazamos la conversión de las cajas nacionales en cajas de ahorros con miserables descuentos; pero no queremos tampoco que se deje morir en la indigencia al viejo patriota»; décimo, que se oponen a la pena de muerte, pero también se oponen a lo que proponen los radicales de que se perdone la vida a los asesinos y bandidos, pues lo que debe existir es un sistema penitenciario capaz de garantizar la conservación de la sociedad; undécimo, que mientras los conservadores hicieron de los grados académicos un artículo de lujo al alcance solo de los más acaudalados, y los radicales «dieron el golpe de gracia a la educación pública, prohibiendo en vez de reglamentar la certificación legal de los estudios profesionales», los golpistas proclaman la libertad de enseñanza y la obligatoriedad de la instrucción primaria. Luego de exponer estos preceptos, afirman los golpistas que «por el triunfo de esos principios […] [sic] fue que dimos el grito de la revolución regeneradora del 17 de abril»55.


      Es notoria la claridad que muestran los golpistas al exponer sus principios y diferenciarlos de lo que radicales y conservadores defendían. Aunque los seguidores de Melo fueron derrotados militarmente y castigados con dureza, los once preceptos compendiados por el articulista ese 30 de julio de 1854 señalan el surgimiento de una posición de «centro» que, aunque todavía frágil, comenzaría a servir de «lugar ideológico» para resolver diferencias relacionadas, en particular, con la Iglesia católica, el equilibrio entre los poderes públicos, la ciudadanía, el alcance de los derechos individuales, la descentralización y el sistema electoral. Por ello, los años centrales del siglo XIX fueron la época en la que el ideario liberal radical fue el crisol en el que se debatió el cambio hacia la modernidad, la cual algunos creyeron inevitable por necesaria y otros juzgaron con temor, pues significaba el fin del mundo que les había dado su lugar en la sociedad.
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